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2.1.2. Educación y 
Universidades
2.1.2.1. Educación no 
Universitaria

2.1.2.1.1. Introducción
La educación adquiere un destacado protagonismo en la Agenda 2030 para el Desarrollo Sostenible. 
El Objetivo 4 de dicha Agenda se dirige a garantizar una educación inclusiva, equitativa y de calidad 
y promover oportunidades de aprendizaje durante «toda la vida para todos». Argumenta dicho reto 
que invertir en una educación de calidad es básico para mejorar la vida de las personas y, por lo tanto, 
para contribuir al desarrollo sostenible. Solo a través del acceso a la educación de toda la población se 
puede garantizar un crecimiento económico y social sostenible, así como una mayor preocupación y 
acción respecto al medioambiente.

Además de dicho Objetivo, queremos traer a colación otro aspecto donde el Sistema educativo adquiere 
un destacado protagonismo. Nos referimos a la Meta 3.4 relativa a la tasa de mortalidad por suicidio, 
cuyo propósito es que, en el 2030, se reduzca en un tercio el riesgo de mortalidad prematura por en-
fermedades no transmisibles mediante su prevención y tratamiento, así como promover la salud y el 
bienestar mental.

Es un hecho que el suicidio representa un grave problema de salud pública y una tragedia que afecta a 
las familias, a las comunidades y a los países. La sociedad suele ser reacia a tratar, debatir o hablar de este 
fenómeno. Siempre se ha considerado un asunto tabú, de manera singular para las familias afectadas 
por esta tragedia. El insoportable dolor y frustración que produce en el seno familiar el fallecimiento de 
uno de sus miembros por esta causa ha propiciado que durante mucho tiempo el problema haya sido 
silenciado, sobre todo por temor a un cierto efecto mimético. Sin embargo, son cada vez más los exper-
tos que cuestionan la ocultación del suicidio como una forma de prevenir su creciente incidencia.

La Organización Mundial de la Salud (OMS) hace tiempo que alertó sobre el incremento de las muertes 
por suicidio a nivel mundial. Cada año se suicidan cerca de 700.000 personas en el mundo aunque por 
cada suicidio consumado hay muchas tentativas de suicidio. El 77% de los suicidios se produce en los 
países de ingresos bajos y medianos.

Pues bien, por mucho que nos pueda extrañar y nos resulte difícil de comprender, los adolescentes 
también se suicidan, no solo las personas adultas. Especialmente preocupantes son las cifras aportadas 
por la señalada OMS según las cuales el suicidio, a nivel mundial, es la cuarta causa de muerte entre 
los jóvenes de 15 a 19 años.

Este incremento de las muertes por suicidios de la población adulta y en especial de los jóvenes así 
como los intentos de autolisis, de modo singular tras la pandemia, ha puesto en el debate el alcance 
del fenómeno y la necesidad de intervenir. Hemos pasado del silencio al reconocimiento del problema. 
Pero ello no es suficiente, tenemos que ir del silencio a la acción.
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En este contexto, el Consejo Europeo ya ha solicitado mayor implicación de la investigación científica, la 
educación en la escuela y los centros de atención médica con la finalidad de prevenir el suicidio en niños 
y adolescentes para convertirlo en una prioridad política. Es por ello que se ha realizado un llamamiento 
a las autoridades sanitarias, educativas y a la conciencia ciudadana para frenar las cifras de adolescentes 
y jóvenes que deciden poner fin a sus vidas.

Por su parte, el Consejo General de la Psicología insiste en la necesidad de diseñar e implementar una 
estrategia multidisciplinar y coordinada para la prevención del suicidio, que ofrezca una respuesta in-
tegral y que dé cuenta de la naturaleza multicausal de los comportamientos suicidas. Para tal finalidad 
propone determinadas acciones como: concienciar a la población sobre el suicidio, luchar contra los ta-
búes y estigmas de los problemas de salud mental, mejorar la detección de la depresión en la población 
infanto-adolescente en el ámbito educativo, desarrollar acciones coordinadas entre los profesionales 
sanitarios y otros sectores (educación, servicios sociales, policía), o identificar colectivos vulnerables según 
el nivel de riesgo para la prevención de la conducta suicida.

Acorde con el objetivo de la meta 3.4 vamos a centrar nuestro análisis en el papel de la escuela en la 
educación emocional del alumnado y como instrumento para prevenir el suicidio.

Hemos de partir de la base de que el bienestar emocional de niños, niñas y adolescentes representa 
un componente esencial de su desarrollo general y debe constituir una prioridad de las instituciones 
educativas. La salud emocional no supone la ausencia de problemas; antes al contrario, el bienestar 
emocional es la capacidad del niño o niña para enfrentarse a los desafíos de la vida con resiliencia y 
optimismo. Supone que el menor debe aprender a reconocer y gestionar sus emociones, a desarrollar 
una autoestima saludable y a construir relaciones positivas.

Ante este nuevo escenario de intervenciones de la escuela, las distintas leyes educativas han venido a 
reflejar un reconocimiento creciente de la importancia de la salud emocional en el desarrollo integral 
de los estudiantes que les permita obtener las herramientas necesarias para gestionar sus emociones 
y mejorar sus relaciones interpersonales.

Citamos la Ley Orgánica 2/2006, de 3 de mayo, de Educación, que, aunque no contiene un precepto es-
pecífico dedicado a las competencias emocionales, el preámbulo de la norma y varios de sus preceptos 
destacan la importancia de la dimensión afectiva en la educación.

En cambio, la vigente Ley Orgánica 3/2020, de 29 de diciembre, por la que se modifica la Ley de 2006, 
aborda la educación emocional en varios de sus artículos cuando reconoce que los fines del sistema 
educativo incluye el pleno desarrollo de la personalidad y capacidad del alumnado; cuando habla de la 
educación en el ejercicio de la tolerancia y la libertad dentro de los principios democráticos de conviven-
cia y de prevención de conflictos; cuando menciona la educación en la responsabilidad individual del 
mérito y esfuerzo personal; o cuando incluye la formación de la paz, el respeto de los derechos humanos, 
a los seres vivos y al medio ambiente. Para estos fines, las Administraciones educativas dispondrán los 
medios necesarios para que todo el alumnado alcance el máximo desarrollo personal, intelectual, social 
y emocional (artículo 71).

Ante este escenario que ha diseñado la ley educativa, resulta evidente que el profesorado y resto de 
profesionales del centro educativo deben estar atentos a las señales de angustia emocional, tales como 
cambios en la personalidad o el comportamiento (por ejemplo, cuando el niño o adolescente está más 
retraído, se le ve triste, más irritable, ansioso, cansado o apático, o comienza a actuar de forma errática, 
implicándose en acciones perjudiciales para sí mismo u otras personas), y también ante los patrones de 
sueño o los hábitos alimenticios. Cuando se visualizan dichas señales, los profesionales de la educación 
deben prestar apoyo al alumno o alumna antes de que la situación se agrave y pueda desembocar en 
un intento de autolisis, y ello sin perjuicio de que cada situación deberá ser abordada en el contexto 
profesional especializado que se estime pertinente.

Detectar e intervenir en los casos señalados no es tarea fácil; en absoluto. Por ello, hemos de congratu-
larnos de que Andalucía se haya sumado a las comunidades autónomas que cuentan con protocolos 
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específicos para la prevención del suicidio en el ámbito educativo. Una iniciativa que fue expresa-
mente demandada por esta Institución en su condición de Defensoría de la Infancia y Adolescencia, y 
que viene a dar cumplimiento a la Ley Orgánica 8/2021, de 4 de junio, de protección integral a la infancia 
y la adolescencia frente a la violencia, que establece que las administraciones educativas regularán los 
Protocolos de actuación contra el abuso y el maltrato, el acoso escolar, ciberacoso, acoso sexual, violencia 
de género, violencia doméstica, suicidio y autolesión (artículo 34).

El mencionado documento denominado “Guía para la prevención del riesgo de conductas suicidas y 
autolesiones del alumnado” pretende guiar y acompañar a los centros en la elaboración de una pro-
puesta de prevención, protección e intervención para situaciones de riesgo o evidencia de conductas 
suicidas y autolesiones, contando con el apoyo del Servicio de Inspección Educativa y de otras instancias 
que puedan asesorar al centro. Su objetivo es poner en marcha una serie de mecanismos de atención, 
cuidado y protección especial del alumnado afectado.

Para ello, las tareas de planificación del centro, con especial participación del Coordinador o Coordina-
dora de Bienestar y Protección y la Orientación Educativa, así como la coordinación con la familia y con 
los servicios especializados (Salud y, en su caso, Servicios Sociales) que puedan conocer del caso, debe 
considerarse fundamental.

Las bondades de la iniciativa descrita obliga a los centros educativos a contar con una serie de recursos. 
Recursos personales y materiales para poder ejercer las encomiendas sobre prevención del suicidio de 
modo eficaz y eficiente. Y es que no podemos olvidar que el profesorado y equipos directivos de los 
colegios e institutos se enfrentan cada vez a un panorama más complejo desempeñando, junto con el 
trabajo tradicional de transmisión, otros roles esenciales en la formación emocional y social del alumnado.

Por otro lado, como ya hemos tenido ocasión de exponer en diferentes foros, nos preocupan los impor-
tantes desafíos a los que se están enfrentando aquellos y aquellas profesionales que tienen encomen-
dadas las funciones de Coordinador o Coordinadora de bienestar social. Representan un papel esencial 
para detectar y apoyar al alumnado en situación de vulnerabilidad, proporcionando una comunicación y 
coordinación fundamental entre la escuela, la familia y otras administraciones públicas (servicios sociales 
y salud). Su trabajo es importante, diverso y complicado: deben manejar casos de suma complejidad, 
coordinar recursos limitados, ofrecer apoyo a niños, niñas y adolescentes con problemas de bienestar 
emocional. Y en un alto porcentaje de los casos, todas estas loables actuaciones se realizan teniendo 
que compatibilizarlas con sus tareas escolares ordinarias.
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Con fundamento en todo lo señalado, esta Defensoría no puede por menos que reclamar de las admi-
nistraciones educativas todos los recursos necesarios para que los profesionales de la Escuela puedan 
desarrollar su labor de prevención del suicidio adecuadamente. No se trata solo de una cuestión laboral, 
que también, se trata sobre todo y ante todo de que se puedan llevar a cabo todas las acciones y me-
didas previstas por el ordenamiento jurídico para proteger al alumnado con problemas de bienestar 
emocional y como prevención del suicidio.

2.1.2.1.2. Análisis de las quejas 
admitidas a trámite

A continuación vamos a iniciar el relato de las actuaciones más significativas realizadas a lo largo del 
ejercicio 2024 relativas al ámbito educativo.

2.1.2.1.2.1. Educación infantil 0-3 años
Se consolida la tendencia iniciada en años anteriores sobre la disminución de quejas de la ciu-
dadanía en lo que respecta al primer ciclo de la educación infantil. El origen del fenómeno no se 
encuentra en cambios en los hábitos de las familias, ni que estás opten por el cuidado de los niños y 
niñas en el domicilio hasta acceder a un centro escolar, ni tan siquiera porque las familias carezcan de 
recursos económicos para sufragar el coste de esta etapa educativa -prácticamente subvencionada al 
100%-; la razón principal estaría en el hecho de que nos encontramos en mínimos históricos en 
cuanto a nacimientos.

Tanto es así que en el ejercicio de 2024, del total del plazas ofertadas en esta etapa educativa -124.600-, 
fueron, de manera aproximada, unas 30.000 las que quedaron vacantes. Paralelamente esta circunstancia 
ha tenido como resultado que el 96,3% de las familias pudieron escolarizar a su hijo o hija en el centro 
docente señalado como prioritario. De igual manera, en muy pocas ocasiones hay que recurrir al sorteo 
para dirimir los empates, y también en muy pocas ocasiones no pueden acceder al mismo centro los 
hermanos y hermanas, contrariamente a lo que viene aconteciendo en otras etapas educativas.

Precisamente, estas circunstancias -nos referimos a la de no poder acceder al centro prioritario-, eran las 
que todos los años provocaban un mayor número de quejas, siendo ahora prácticamente anecdóticas 
las que ponen de manifiesto la discrepancia de las familias con la escuela o centro de educación infantil 
asignado por la Administración ante la imposibilidad de acceder al que se solicitó en primer lugar.

Por su parte, otra de las causas por las que se presentaba un importante número de quejas era la dis-
crepancia con el porcentaje de bonificaciones que correspondían a las familias en función de la renta 
familiar.

Sin embargo, tras las modificaciones introducidas en los últimos años en el Programa de ayuda 
a las familias para el fomento de la escolarización en el primer ciclo de educación infantil, cuya 
regulación figura en el Anexo I del Decreto-ley 1/2017, de 28 de marzo, esta tendencia se ha visto 
alterada, y durante el ejercicio de 2024, el 53,88 % del alumnado escolarizado en esta etapa en Andalucía 
cuenta con gratuidad del cien por cien en los servicios de atención socioeducativa y comedor escolar, y 
prácticamente el cien por cien de las familias tienen alguna bonificación.

Son estas, pues, las razones por las que durante 2024 las quejas recibidas en esta Institución se hayan 
referido a cuestiones tan dispares como la supresión de una línea mixta en una escuela de Educación 
infantil de una localidad de la provincia de Almería (queja 23/4635); la falta de personal en otra escuela de 
Educación infantil de una localidad de la provincia de Granada (queja 23/7220), asunto que se solucionó 
tras nuestra intervención; la discrepancia de una familia con que el centro de educación infantil en el 
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